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(El Salvador)

I. LEGISLACIÓN 

1. ¿Cómo se inserta la Convención de Belém do Pará en la legislación de su país? ¿Puede ser aplicada directamente o requiere de un mecanismo de incorporación expreso al ordenamiento nacional? En caso de que sea lo segundo, ¿se ha seguido dicho mecanismo?  De no ser así, indicar las razones.

La Convención Belem do Pará es de aplicación directa en la labor jurisdiccional de El Salvador, debido a que fue aprobada por el Órgano Ejecutivo a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, por Acuerdo N° 766 de fecha 23 de agosto de 1995 y ratificada por Decreto Legislativo N° 430, publicado en el Diario Oficial 154, tomo 328 y el Art. 144 de la Constitución de la República establece que “Los tratados internacionales celebrados por El Salvador con otros estados o con organismos internacionales, constituyen leyes de la República al entrar en vigencia, conforme a las disposiciones del mismo tratado y de esta Constitución. 

La ley no podrá modificar o derogar lo acordado en un tratado vigente para El Salvador. En caso de conflicto entre el tratado y la ley prevalecerá el tratado”. 

Por lo anteriormente expuesto,  este es el mecanismo que incorpora la Convención de Belém do Pará al ordenamiento jurídico nacional de El Salvador.

2.
¿Existen en la legislación nacional disposiciones que incluyan la definición de violencia contra las mujeres, distinguiéndola de la violencia intrafamiliar, familiar o doméstica, y que incluya como elementos:

a) Acción, omisión o conducta contra las mujeres por su condición de ser mujeres? 

b) Que tenga como resultado la muerte, daño o sufrimiento?

c) Que dicho daño o sufrimiento sea físico, sexual o psicológico?

d) Que las afectadas sean mujeres, niñas y adolescentes?

e) Que dicha afectación se produzca tanto en el ámbito público como privado?

De existir, favor informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?
/
En la legislación nacional vigente no contempla las definiciones de violencia contra las mujeres, solamente esta legislada la violencia intrafamiliar con la “Ley Contra la Violencia Intrafamiliar” por Decreto Legislativo 902, dado el 28 de noviembre de 1996 y publicado en el Diario Oficial número 241, tomo 333, del 20 de Diciembre de 1996. 

Actualmente por iniciativa de las organizaciones de mujeres y con el apoyo del Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer (ISDEMU), se está impulsando en la Asamblea Legislativa la Ley Integral para una vida libre de Violencia contra las Mujeres, encontrándose en proceso de revisión por un comité especial nombrado por la Comisión de la Familia, la Mujer y la Niñez de la Asamblea Legislativa.

Esta Ley tiene como objetivo promover el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia en cualquiera de sus modalidades, garantizando para tal fin el derecho a la vida, la libertad, la no discriminación, la dignidad, la tutela efectiva, la seguridad personal, la igualdad real y la equidad; desarrollando y adoptando las medidas apropiadas para la erradicación de la violencia ejercida contra las mujeres en cualquiera de sus modalidades, mediante políticas y acciones de detección, prevención, atención y protección de quienes se encuentren en esa situación, incluidas las medidas sancionatorias. Inclusive ya se incorpora el reconocimiento del delito de femicidio 

Asimismo, se tiene el propósito de que esta ley contribuya a  desarrollar Políticas Públicas de Estado orientadas a la erradicación de la violencia ejercida contra las mujeres, en la cual se deberá proporcionar protección, seguridad, asesoramiento, asistencia jurídica, social, laboral, psicológica, médica general y especializada, por medio de los servicios coordinados de las Instituciones del Estado y Gobiernos Municipales, quienes podrán solicitar apoyo de las Organizaciones No Gubernamentales, Sociedad Civil, Familias y Comunidades.

3. ¿Existen en su legislación disposiciones civiles, penales o administrativas que prevengan, sancionen o erradiquen las siguientes formas de violencia:

I. Violencia física?

II. Violencia psicológica?

III. Violencia sexual? 

IV. Violencia patrimonial o económica?

V. Otros tipos de violencia? Especificar:….........................................



En caso afirmativo, favor informar sobre: 

· su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica, incluyendo los artículos que definan la violación sexual.
· si entre los perpetradores se cuenta a los particulares y a los agentes del Estado
/.

· existe alguna forma de reparación para las víctimas.

La legislación salvadoreña, contiene los conceptos solicitados en las siguientes disposiciones legales y penales: 

· La “Ley Contra la Violencia Intrafamiliar” adoptada por Decreto Legislativo 902, dado el 28 de noviembre de 1996 y publicado en el Diario Oficial número 241, tomo 333, del 20 de Diciembre de 1996.

En esta ley se incluyen los “Concepto y Formas de Violencia Intrafamiliar”, que se describen a continuación: 

Art. 3.- Constituye violencia intrafamiliar, cualquier acción u omisión, directa o indirecta que cause daño, sufrimiento físico, sexual, psicológico o muerte a las personas integrantes de la familia. 

Son formas de violencia intrafamiliar: 

a) Violencia psicológica: Acción u omisión directa o indirecta cuyo propósito sea controlar o degradar las acciones, comportamientos creencias y decisiones de otras personas, por medio de intimidación, manipulación, amenaza directa o indirecta, humillación, aislamiento o cualquier otra conducta u omisión que produzcan un perjuicio en la salud psicológica, la autodeterminación, el desarrollo integral y las posibilidades personales; 

b) Violencia física: Acciones, comportamientos u omisiones que amenazan o lesionan la integridad física de una persona; 

c) Violencia sexual: Acciones que obligan a una persona a mantener contactos sexualizados físicos o verbales, o a participar en ellos, mediante la fuerza, intimidación, coerción, chantaje, soborno, manipulación, amenaza u otro mecanismo que anule o límite la voluntad personal. Igualmente, se considerará violencia sexual, el hecho de que la persona agresora obligue a la persona agredida a realizar alguno de estos actos con terceras personas.

d) Violencia patrimonial: Acción u omisión de quien afecte o impida la atención adecuada de las necesidades de la familia o alguna de las personas a que se refiere la presente Ley; daña, pierde, sustrae, destruye, retiene, distrae o se apropia de objetos, instrumentos o bienes. 

CÓDIGO PENAL

DELITOS CONTRA LA LIBERTAD SEXUAL

CAPÍTULO I
DE LA VIOLACIÓN Y OTRAS AGRESIONES SEXUALES

VIOLACIÓN 

Art. 158.- El que mediante violencia tuviere acceso carnal por vía vaginal o anal con otra persona, será sancionado con prisión de seis a diez años.
VIOLACIÓN EN MENOR O INCAPAZ 

Art. 159.- El que tuviere acceso carnal por vía vaginal o anal con menor de quince años de edad o con otra persona aprovechándose de su enajenación mental, de su estado de inconsciencia o de su incapacidad de resistir, será sancionado con prisión de catorce a veinte años. (19) 

Quien mediante engaño coloque en estado de inconsciencia a la víctima o la incapacite para resistir, incurrirá en la misma pena, si realiza la conducta descrita en el inciso primero de este artículo. (9)(19) 
OTRAS AGRESIONES SEXUALES
Art. 160.- El que realizare en otra persona cualquier agresión sexual que no sea constitutiva de violación, será sancionado con prisión de tres a seis años. 
Si la agresión sexual consistiere en acceso carnal bucal, o introducción de objetos en vía vaginal o anal, la sanción será de seis a diez años de prisión.
AGRESIÓN SEXUAL EN MENOR E INCAPAZ 
Art. 161.- La agresión sexual realizada con o sin violencia que no consistiere en acceso carnal, en menor de quince años de edad o en otra persona, aprovechándose de su enajenación mental, de su estado de inconsciencia o de su incapacidad de resistir, será sancionado con prisión de ocho a doce años. 
Quien mediante engaño coloque en estado de inconsciencia a la víctima o la incapacite para resistir, incurrirá en la misma pena, si realiza la conducta descrita en el inciso primero de este artículo. 
Si concurriere cualquiera de las circunstancias señaladas en el inciso segundo del artículo anterior, la sanción será de catorce a veinte años de prisión.
VIOLACIÓN Y AGRESION SEXUAL AGRAVADA 
Art. 162.- Los delitos a que se refieren los cuatro artículos anteriores serán sancionados con la pena máxima correspondiente, aumentada hasta en una tercera parte, cuando fueren ejecutados:
1)
Por ascendientes, descendientes, hermanos, adoptantes, adoptados o cuando se cometiere en la prole del cónyuge o conviviente; 

2)
Por autoridad pública o por cualquier otra persona que tuviere bajo su custodia a la víctima; 
3)
Cuando la víctima fuere menor de dieciocho años de edad; 
4)
Por persona encargada de la guarda, protección o vigilancia de la víctima; 
5)
Cuando se ejecutare con el concurso de dos o más personas; 
6)
Cuando se hiciere uso de medios, modos o instrumentos especialmente brutales, degradantes o vejatorios; y, 
7)
Con abuso de relaciones domésticas o de confianza derivada de relaciones de trabajo.

CAPÍTULO II
DEL ESTUPRO
ESTUPRO 

Art. 163.- El que tuviere acceso carnal por vía vaginal o anal mediante engaño, con persona mayor de quince años y menor de dieciocho años de edad, será sancionado con prisión de cuatro a diez años. (9) (19) 

ESTUPRO POR PREVALIMIENTO 

Art. 164.- El que tuviere acceso carnal por vía vaginal o anal con persona mayor de quince y menor dieciocho años de edad, prevaliéndose de la superioridad originada por cualquier relación, será sancionado con prisión de seis a doce años. (19) 

OTROS ATAQUES A LA LIBERTAD SEXUAL
ACOSO SEXUAL 

Art. 165.- El que realice conducta sexual indeseada por quien la recibe, que implique frases, tocamiento, señas u otra conducta inequívoca de naturaleza o contenido sexual y que no constituya por sí sola un delito más grave, será sancionado con prisión de tres a cinco años. 

El acoso sexual realizado contra menor de quince años, será sancionado con la pena de cuatro a ocho años de prisión. 

Si el acoso sexual se realizare prevaliéndose de la superioridad originada por cualquier relación, se impondrá además una multa de cien a doscientos días multa. 

ACTO SEXUAL DIVERSO 

Art. 166.- El que realizare mediante engaño, con persona mayor de quince y menor de dieciocho años de edad, cualquier acto sexual diverso del acceso carnal, será sancionado con prisión de cuatro a ocho años.

El acto sexual diverso realizado con persona menor de dieciséis años, aún con su consentimiento, será sancionado con prisión de ocho a doce años. 

CORRUPCIÓN DE MENORES E INCAPACES 

Art. 167.- El que promoviere o facilitare la corrupción de una persona menor de dieciocho años de edad o de un deficiente mental, mediante actos sexuales diversos del acceso carnal, aunque la víctima consintiere participar en ellos, será sancionado con prisión de seis a doce años. 

Cualquier persona familiar o particular que favorezca lo descrito en el inciso anterior será sancionada con la pena máxima aumentada en una tercera parte.

CORRUPCIÓN AGRAVADA 

Art. 168.- La pena será de doce a catorce años de prisión, si la corrupción de menores se realizare:

1)
En víctima menor de quince años de edad;

2)
Mediante engaño, violencia, abuso de autoridad o confianza, o por cualquier otro medio de intimidación;

3)
Mediante engaño, violencia, abuso de autoridad o confianza, o por cualquier otro medio de intimidación; y, 

4) Por ascendiente, adoptante, hermano, encargado de la educación, vigilancia, cuidado o guarda de víctima o en la prole del cónyuge o conviviente. 
INDUCCIÓN, PROMOCIÓN Y FAVORECIMIENTO DE ACTOS SEXUALES O EROTICOS
Art. 169.- El que promoviere, facilitare, administrare, financiare, instigare u organizare de cualquier forma la utilización de personas menores de dieciocho años en actos sexuales o eróticos, de manera individual u organizada, de forma pública o privada, será sancionado con pena de tres a ocho años de prisión.

En igual responsabilidad incurrirá quien con conocimiento de causa autorizare el uso o arrendare el inmueble para realizar cualquiera de las actividades descritas en el inciso anterior. 

REMUNERACIÓN POR ACTOS SEXUALES O ERÓTICOS 

Art. 169-A.- El que pague o prometa pagar con dinero u otra ventaja de cualquier naturaleza a una persona menor de dieciocho años o una tercera persona para que la persona menor de edad ejecute actos sexuales o eróticos, será sancionado con una pena de tres a ocho años de prisión. 
DETERMINACIÓN A LA PROSTITUCIÓN 
Art. 170.- El que determinare, coactivamente o abusando de una situación de necesidad, a una persona para que ejerciere la prostitución o se mantuviere en ella, será sancionado con prisión de seis a diez años. 

La pena de prisión será de ocho a doce años cuando la víctima fuere menor de dieciocho años de edad. 

Cuando cualquiera de estas modalidades fuere ejecutada prevaliéndose de la superioridad originada por cualquier relación, la pena se agravará hasta en una tercera parte del límite máximo. 
OFERTA Y DEMANDA DE PROSTITUCIÓN AJENA 
Art. 170-A.- La mera oferta u ofrecimiento de servicios de prostitución ajena será sancionado con prisión de cuatro a ocho años. 

La mera demanda o solicitud de servicios de prostitución, será sancionado con la misma pena del inciso anterior. 
EXHIBICIONES OBSCENAS 
Art. 171.- El que ejecutare o hiciere ejecutar a otros actos lúbricos o de exhibición obscena, o indecorosa, en lugar público o expuesto al público o bien ante menores de dieciocho años de edad o deficientes mentales, será sancionado con prisión de dos a cuatro años. 
PORNOGRAFÍA 

Art. 172.- El que por cualquier medio directo, inclusive a través de medios electrónicos, fabricare, transfiriere, difundiere, distribuyere, alquilare, vendiere, ofreciere, produjere, ejecutare, exhibiere o mostrare, películas, revistas, pasquines o cualquier otro material pornográfico entre menores de dieciocho años de edad o deficientes mentales, será sancionado con prisión de tres a cinco años. 

En la misma sanción incurrirá el que no advirtiere, de forma visible, sobre el contenido de las películas, revistas, pasquines o cualquier otro material, inclusive el que se pueda trasmitir a través de medios electrónicos, cuando éste fuere inadecuado para menores de dieciocho años de edad o deficientes mentales. 
UTILIZACIÓN DE PERSONAS MENORES DE DIECIOCHO AÑOS E INCAPACES O DEFICIENTES MENTALES EN PORNOGRAFIA 
Art. 173.- El que produzca, reproduzca, distribuya, publique, importe, exporte, ofrezca, financie, venda, comercie o difunda de cualquier forma, imágenes, utilice la vos de una persona menor de dieciocho años, incapaz o deficiente mental, sea en forma directa, informática, audiovisual, virtual o por cualquier otro medio en el que exhiban, en actividades sexuales, eróticas o inequívocas de naturaleza sexual, explícitas o no, reales o simuladas, será sancionado con prisión de seis a doce años. 

Igual sanción se impondrá a quien organizare o participare en espectáculos, públicos o privados, en los que se hace participar a las personas señaladas en el inciso anterior, en acciones pornográficas o eróticas.
POSESIÓN DE PORNOGRAFIA. 

Art. 173-A.- El que posea material pornográfico en el que se utilice la imagen de personas menores de dieciocho años, incapaces o deficientes mentales, en actividades pornográficas o eróticas, será sancionado con pena de dos a cuatro años. 
Art. 173-B.- Los delitos a que se refieren los Arts. 169 y 173 del presente Código, serán sancionados con la pena máxima correspondiente aumentada hasta en una tercera parte del máximo establecido de la pena y la inhabilitación del ejercicio de su profesión durante el tiempo que dure la condena, si cualquiera de las acciones descritas fuera realizada por:  

a)
Ascendientes, descendientes, hermanos, adoptantes, adoptados, cónyuges, conviviente y familiares hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad; 

b)
Todas las personas contempladas en el Art. 39 de este Código; 

c)
La persona encargada de la tutela, protección o vigilancia de la victima; y,

d)
Toda persona que prevaliéndose de la superioridad originada por relaciones de confianza, doméstica, educativa, de trabajo o cualquier otra relación. 

CAPÍTULO IV
DISPOSICIÓN COMÚN
INDEMNIZACIONES ESPECIALES 

Art. 174.- Los autores de los delitos a que se refieren los Capítulos I y II del presente Título, serán también condenados por vía de indemnización: 

1)
A sufragar todos los gastos en que hubiere incurrido la víctima en concepto de atención médica y psiquiátrica o psicológica; y, 

2)
A proveer a la víctima de manutención completa por el término de la incapacidad médica.

En este mismo cuerpo legal penal,  se encuentra desarrollada las acciones  que han de realizarse para proceder a la solicitud de reparación civil del hecho punible constitutivo de delito. Bajo el titulo: 
CONSECUENCIAS CIVILES DEL HECHO PUNIBLE
CAPÍTULO I
DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL Y SUS CONSECUENCIAS
RESPONSABILIDAD CIVIL 

Art. 114.- La ejecución de un hecho descrito por la ley como delito o falta, origina obligación civil en los términos previstos en este Código. 

CONSECUENCIAS CIVILES 

Art. 115.- Las consecuencias civiles del delito, que serán declaradas en la sentencia, comprenden: 
1)
La restitución de las cosas obtenidas como consecuencia de la realización del hecho punible o en su defecto, el pago del respectivo valor; 
2)
La reparación del daño que se haya causado; 

3)
La indemnización a la víctima o a su familia por los perjuicios causados por daños materiales o morales; y, 

4)
Las costas procesales.

La restitución deberá hacerse de la misma cosa, siempre que sea posible, con abono de deterioros o menoscabos, a regulación del juez o tribunal. Opera aunque la cosa se encuentre en poder de tercero y éste la haya adquirido por medio legal, salvo su derecho de repetición contra quien corresponda y, si fuere el caso, el derecho a ser indemnizado civilmente por el responsable del delito o falta. 

La reparación del daño se hará valorando por el juez o tribunal la entidad del daño causado, considerando el precio de la cosa y la afección del agraviado. 

La indemnización de perjuicios comprende no sólo los causados al agraviado, sino los que se irroguen a sus familiares o a un tercero. El importe se regulará teniendo en cuenta la entidad del perjuicio y las necesidades de la víctima, de acuerdo con su edad, estado y aptitud laboral y, además, del beneficio obtenido por la comisión del delito. 
CAPÍTULO III
DE LAS FORMAS DE CUMPLIR CON LA RESPONSABILIDAD CIVIL
RESPONSABILIDAD CIVIL SOLIDARIA 

Art. 118.- La responsabilidad civil derivada de un delito o falta, tendrá carácter solidario entre los declarados penalmente responsables como autores o partícipes. 

No obstante lo anterior y a los efectos internos de la relación de solidaridad, en el caso de ser dos o más los penalmente responsables de un delito o falta, el juez o tribunal fijará la cuota por la que deba responder civilmente cada uno de ellos en proporción a su contribución al resultado. 

RESPONSABILIDAD CIVIL SUBSIDIARIA 

Art. 119.- La responsabilidad civil subsidiaria tendrá la misma extensión que la del responsable principal en cuyo defecto sea exigible. 

La responsabilidad civil subsidiaria puede ser común o especial, según sea la naturaleza de la persona que resulta obligada por la ley a responder por otro. 

RESPONSABILIDAD CIVIL SUBSIDIARIA COMUN 

Art. 120.- La responsabilidad civil subsidiaria es común, cuando el que responde por los daños y perjuicios provenientes del hecho punible cometido por el inculpado, es una persona natural. 

Responden civilmente las personas naturales dueñas de empresas o establecimientos en que se cometió un hecho punible por parte de sus administradores, dependientes o cualquier trabajador a su servicio o cuando el hecho suceda fuera de él, pero en razón de una actividad laboral. 

El que por título lucrativo hubiere participado de los efectos de un delito o falta, está obligado al resarcimiento hasta la cuantía de su participación. 

RESPONSABILIDAD CIVIL SUBSIDIARIA ESPECIAL 

Art. 121.- La responsabilidad civil subsidiaria es especial, cuando el que responde por los daños y perjuicios provenientes del hecho punible cometido por el imputado, es una persona jurídica, o, en su caso, se trate del Estado o cualquiera de sus entes autónomos. 

En el primer caso, resultan obligados subsidiariamente: 

1)
Las personas jurídicas dueñas de empresas o establecimientos en que se cometió un hecho punible por parte de sus administradores, dependientes o cualquier trabajador a su servicio o cuando el hecho se suceda fuera de él, pero en razón de una actividad laboral; 

2)
Las personas jurídicas cuyos gerentes, administradores o personeros legales, resulten responsables de los hechos punibles; y, 

3)
Los que señalen las leyes especiales.

En el segundo caso, resulta obligado subsidiariamente el Estado, por los daños y perjuicios derivados de los hechos punibles cometidos por sus funcionarios o empleados con motivo del desempeño de sus cargos; de igual manera responderán las instituciones públicas autónomas y las municipalidades cuando así expresamente lo ordene la ley. 

TRANSMISIÓN DE LA REPARACIÓN CIVIL 

Art. 122.- La obligación de la reparación civil recae sobre la sucesión del deudor y grava los bienes sucesorales, transmitiendo la misma a sus herederos en cuanto a los bienes heredados; y el derecho de exigirla lo tendrán los herederos del ofendido, si éste hubiere fallecido. 

A nivel administrativo solamente existe una regulación que sanciona la actos no determinados en la codificación penal, sancionando administrativamente cualquier  acto que no cae dentro de figuras penales, no siendo exclusiva  para delitos de violencia intrafamiliar y se denomina:  LEY DE PROCEDIMIENTO PARA LA IMPOSICION DEL ARRESTO O MULTA ADMINISTRATIVOS cuyo contenido es regular el procedimiento para imponer sanciones por las autoridades administrativas en contravención de las normas jurídicas emanadas por cada institución pública administrativa garantizándose el derecho de audiencia y defensa del supuesto infractor.

4. ¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la trata nacional e internacional de personas, incluso mujeres? ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Protocolo de Palermo y se regulan en forma separada de la figura de prostitución forzada?

De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?
/
El Salvador reformó el Código Penal, extrayendo la figura de los delitos del crimen organizado, para dar inicio de la aprobación de una ley especial externa del Código Penal, bajo el denominativo de Ley contra el crimen organizado y delitos de realización compleja (año 2007) en los que se incorporaron las figuras de homicidio simple o agravado, secuestro, extorsión, así como la trata de personas, creándose por parte de la Corte Suprema de Justicia, Tribunales especiales para el juzgamiento de estos delitos. Estando pendiente, a posteriori de estas reformas, el desarrollar políticas y protocolos de atención diferenciada a las víctimas de estos delitos, ya que se ha trabajado la parte punitiva y no así la restitutiva para las víctimas.

5. ¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la prostitución forzada? ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional y en forma separada de la figura de trata de personas, incluso mujeres?

De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?
/
El delito de trata de personas en El Salvador se tipificó penalmente el delito de trata de personas en el año 2004 quedando consignados en los artículos 367 B y C del Código Penal, como se muestra:
Art. 367-B.  “El que por sí o como miembro de una organización nacional o internacional  con el propósito de obtener un beneficio económico, reclute, trasporte, traslade, acoja o recepte personas, dentro o fuera del territorio nacional, para ejecutar cualquier actividad de explotación sexual, mantenerlas en trabajos o servicios forzados, en prácticas análogas a la esclavitud, o para extracción de órganos, adopciones fraudulentas o celebración de matrimonios forzados, será sancionado con pena de cuatro a ocho años de prisión.

Todo aquel que facilitare, promoviere o favoreciere cualquiera de las actividades anteriores, será sancionado con pena de tres a seis años de prisión.  

Cuando las acciones descritas se realizaren en locales comerciales o de cualquier naturaleza que requiera permiso de autoridad competente, esta deberá revocarlo, procediendo al cierre inmediato del mismo.”

Y en el Art. 367-C- “El delito al que se refiere el Art. 367-B del Código Penal será sancionado con la pena máxima  correspondiente, aumentada hasta en una tercera parte del máximo e inhabilitación del ejercicio de su profesión durante el tiempo que dure la condena, en los siguientes casos:
a) Si fuere realizado por funcionarios, empleados públicos y municipales, autoridad pública, agente de autoridad y los agentes de la Policía Nacional Civil.
b) Cuando la víctima sea menor de dieciocho años de edad o incapaz.
c) Si fuere realizado por personas prevaleciéndose de la superioridad originada por relaciones de confianza, doméstica, educativa, trabajo o cualquier otra relación. 
d) Si como a consecuencia de la comisión del delito anterior los sujetos pasivos sufren privaciones de libertad en el extranjero, fueren víctimas de delitos de cualquier orden o fallecieren por causas de naturaleza dolosa o culposa”.

Se ha de establecer que si bien la tipificación penal en sí misma es un avance para el combate del delito, igualmente que lo ha sido la creación de unidades especializadas al interior de policía y fiscalía para el procesamiento de casos de trata, todavía existen retos, por las pocas sentencias condenatorias emitidas por los tribunales de justicia, aspecto que se retomo en el Plan para fortalecer las acciones institucionales

Otras medidas tomadas por el Salvador: 
Se firmó con Costa Rica el “Memorándum de  de Entendimiento entre la República de El Salvador y la República de Costa Rica para  el Combate, Prevención, Protección y Atención a las Víctimas de Trata de Personas”, noviembre 2009.
Conjuntamente a la sociedad civil y organismos y agencias de cooperación internacional, se han desarrollado documentos que han facilitado, ordenado y de alguna manera delineado el camino que debe seguirse en atención a mantener informadas a las instituciones así como para crear y fortalecer los mecanismos de coordinación, siempre en atención a su competencia. De los que cabe mencionan: 
1. Guía para el Servicio Exterior de El Salvador sobre la trata de personas. Esta Guía tiene como objetivo dar a conocer y sensibilizar a los representantes diplomáticos y consulares (miembros  del servicio exterior salvadoreño) sobre el flagelo de la trata de personas.
2. Adopción de la Política Nacional para la Erradicación de la Trata de Personas en El Salvador”, a partir de mayo de 2008.

3. Guía de Coordinación Interinstitucional para la Judicialización de los Casos de delitos de Trata de Personas, como un instrumento que fortalecerá la coordinación de las instituciones en torno a la sanción de este delito de trata de personas, dado que busca la unificación de prácticas y procedimiento que vayan en sintonía con la protección de la víctima, y así como el éxito en las resoluciones judiciales que penalicen a los/as  tratantes.
4. Manual de Procedimientos Salvadoreños para la Repatriación de Niños, Niñas y Adolescentes Víctimas de Trata de Personas, instrumento de coordinación regional que recoge lo indispensable para brindar a los , Niñas y Adolescentes Víctimas de Trata de Personas una repatriación ordenada, ágil y segura, apegada a la normativa vigente de protección de los derechos humanos.
5. Manual de Coordinación de acciones en el marco del Albergue para  la Atención a Víctimas de Trata de Personas en El Salvador: instrumento que contiene los principios, lineamientos y requisitos indispensables para el buen funcionamiento del Albergue de Víctimas de Trata. 

6. ¿Se encuentra sancionado el acoso sexual en los ámbitos:

i. laboral?

ii. de salud?

iii. educativo?

iv. en otros ámbitos? Especificar:..................................................................

De existir, favor informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica, incluyendo el tipo de sanción.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluirlo en la legislación nacional?
/
El acoso sexual en el Código Penal salvadoreño se encuentra regulado de forma general no hace distinciones en el ámbito en el cual se comete; sino que existe una  agravante de la pena de prisión en razón de la edad de la víctima y de la prevalencia de la autoridad en la que puede ser concomitante y se impone una multa de carácter económico.

ACOSO SEXUAL 

Art. 165.- El que realice conducta sexual indeseada por quien la recibe, que implique frases, tocamiento, señas u otra conducta inequívoca de naturaleza o contenido sexual y que no constituya por sí sola un delito más grave, será sancionado con prisión de tres a cinco años. (19) 

El acoso sexual realizado contra menor de quince años, será sancionado con la pena de cuatro a ocho años de prisión. (19) 

Si el acoso sexual se realizare prevaliéndose de la superioridad originada por cualquier relación, se impondrá además una multa de cien a doscientos días multa”. 

Asimismo, en el año 2008 se reformo la ley de educación superior, estableciendo diferentes reformas a fin de combatir la discriminación y el acoso sexual en los centros educativos estableciéndose un aproximado de 17 reformas a este respecto en ese cuerpo legal. 

7. ¿Se encuentra tipificada como delito específico la violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho? Favor de especificar si:

i. Se tipifica como delito la violación sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho.

ii. Se tipifican otras formas de violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho.

De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir este delito en la legislación nacional?
/
La violencia sexual está regulada en el Código Penal en el Titulo IV, como se hace referencia en la respuesta número tres de éste cuestionario,  no hay una distinción específica de las formas de violencia sexual ocurridas en el matrimonio o en la unión de hecho; pero si existen medidas especiales que agravan los hechos de violencia sexual cometidos por el esposo o el compañero de vida la primera es que debe imponerse la pena máxima y una agravación especial hasta en la tercera parte de la pena, tal como lo establece el art. 162 de la manera siguiente:

“VIOLACIÓN Y AGRESIÓN SEXUAL AGRAVADA 

Art. 162.- Los delitos a que se refieren los cuatro artículos anteriores serán sancionados con la pena máxima correspondiente, aumentada hasta en una tercera parte, cuando fueren ejecutados: 

1)
Por ascendientes, descendientes, hermanos, adoptantes, adoptados o cuando se cometiere en la prole del cónyuge o conviviente; 

2)
Por autoridad pública o por cualquier otra persona que tuviere bajo su custodia a la víctima; 

3)
Cuando la víctima fuere menor de dieciocho años de edad; (9) 

4)
Por persona encargada de la guarda, protección o vigilancia de la víctima; (9) 

5)
Cuando se ejecutare con el concurso de dos o más personas; 

6)
Cuando se hiciere uso de medios, modos o instrumentos especialmente brutales, degradantes o vejatorios; y, 

7)
Con abuso de relaciones domésticas o de confianza derivada de relaciones de trabajo.(9)”

8. ¿Existe una prohibición expresa en su legislación para el uso de métodos de conciliación, mediación o cualquier otro que busque la solución extrajudicial de la violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes? 

De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

En caso de no existir, informar si existe ley sustantiva, procesal o jurisprudencia sobre estos métodos, y qué pasos se han tomado para su eliminación
/
El articulo Art. 16 de Ley contra la violencia intrafamiliar habla de la una mediación en cede administrativa, equivocando este término dado que ésta se efectuaría en cede jurisdiccional, de acuerdo al caso que se plantea,  en la ley citada, en muchas ocasiones  o en la mayoría se tiende a conciliar el hecho de la violencia intrafamiliar, aunque en la misma Ley, manda en un posterior artículo a que sobre los hechos de violencia intrafamiliar no cabe la conciliación, por lo que se cae en el supuesto que existe una interpretación equivocada de la misma ley, quedando a discreción del juez-a. Se transcribe el artículo 27, de la ley citada que expresamente da esta prohibición: 

“Audiencia Preliminar

Art. 27.- A la audiencia señalada concurrirán personalmente la víctima y denunciado pudiéndose ambos acompañar de abogado o abogada se levantará acta.

El juez o jueza presidirá personalmente dicha audiencia y dará oportunidad en igualdad de condiciones a la víctima para que reafirme, amplíe o modifique la denuncia y al denunciado para que haga sus propias valoraciones, se allane a los hechos o los contradiga.
Después de oírlos propiciará un diálogo con los concurrentes sobre los efectos nocivos de la violencia intrafamiliar y sus repercusiones en la familia y propondrá mecanismos para evitar la repetición de los hechos constitutivos de la misma, sobre los cuales no procederá conciliación.”

De esta redacción se ha encontrado que su formulación ha proporcionado diferentes interpretaciones por lo que  se ha planteando reformarlo por parte de la comisión Jurídica Interinstitucional del ISDEMU.

9. ¿Existen disposiciones que tipifiquen el femicidio
/ como delito? En caso de que no estuviese tipificado, ¿la ley recoge los elementos del femicidio como agravante de homicidio?

De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluirlo en la legislación nacional?
/
No existe la tipificación de femicidio y la legislación penal tampoco recoge como agravante del homicidio los elementos del femicidio,  sin embargo, dentro de las medidas adoptadas esta una propuesta de reforma al Código Penal que se encuentra en estudio en la Asamblea Legislativa y la incorporación del femicidio como tipo penal en el borrador de la LEY INTEGRAL PARA UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES, presentado a la Asamblea Legislativa en fechas Junio y julio de 2009, Nos. de expediente 93-6-2009-1;  115-7-2009-1, 115-7-2009-2.

10. ¿Existen disposiciones en la legislación nacional que tipifiquen como delito la violencia contra las mujeres proveniente desde el Estado? En este sentido, ¿existen disposiciones en su legislación que:

i. sancione la violencia sexual cometida durante los conflictos armados?
/
ii. sancione la violencia como tortura, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad?
/
iii. sancione la violencia contra las mujeres cometida en los hospitales, centros educativos, centros de privación de libertad y otras instituciones del Estado?

De existir estas disposiciones, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir estas provisiones en la legislación nacional?

En la legislación nacional no existe la tipificación de delito de la violencia contra las mujeres proveniente del Estado.
El Código Penal de El Salvador en el título XIV de los delitos relativos a los derechos y garantías fundamentales de la persona en su capítulo único “derechos y garantías fundamentales de la persona” se tipifica de la siguiente manera aunque no hay un delito específico de tortura contra las mujeres.

TORTURA 

Art. 297.- El funcionario o empleado público, agente de autoridad o autoridad pública que con ocasión de las funciones de su cargo, sometiere a otra persona a tortura física o psíquica o que teniendo la facultad de evitarlo o impedirla no lo hiciere, será sancionado con prisión de tres a seis años e inhabilitación para el ejercicio del cargo o empleo respectivo por el mismo tiempo. 

Referente a la pregunta específica de este apartado se encuentra como una tipificación directa desde la aprobación en el año de 1998 del nuevo Código Penal, el anterior databa de 1973,  y no se conocen intentos de trabajar en los aspectos detallados en la pregunta específica. 
11. ¿Existen disposiciones que protejan los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres? En este sentido:
a)
¿Existen disposiciones que tipifiquen como delito la violencia obstétrica?
/   

b)
¿Se sanciona a las/los funcionarios/as públicos/as y profesionales que impiden a las mujeres atender adecuadamente su salud sexual y reproductiva?

Se puede encontrar una tipificacion que aproxima al derecho que se trata de tutelar en el artículo 176 del Código Penal Salvadoreño, de la manera siguiente:
DENEGACIÓN DE ASISTENCIA SANITARIA 

Art. 176.- El que denegare asistencia sanitaria de la que se derivare riesgo grave para la salud de las personas, será sancionado con multa de cincuenta a cien días multa e inhabilitación especial de profesión u oficio de uno a dos años, si el autor realizare actividad médica, paramédica o sanitaria. 
c)
¿Se encuentra despenalizado el aborto por violación?


El aborto en El Salvador, está penalizado en el Código Penal Art. 133, bajo cualquier causa.

d)
¿Se encuentra despenalizado el aborto terapéutico?
/
e)
¿Sanciona la legislacion la esterilización forzada?

f)
¿Sanciona la legislacion la inseminación artificial no consentida?

g)
¿Existen disposiciones que garanticen a las mujeres el acceso libre a la anticoncepcion de emergencia?

h)
¿Se proveen  cuidados y tratamientos de profilaxia de emergencia para  VIH y otras enfermedades de transmisión sexual, especialmente en casos de violencia sexual?

i)
¿Cómo se garantiza el ejercicio de estos derechos?

De existir estas disposiciones, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir estas provisiones en la legislación nacional?

a. ¿Se llevan a cabo campañas nacionales de divulgación sobre los derechos de las mujeres y en especial de la Convención de Belém do Pará? 
12. ¿Se llevan a cabo campañas nacionales de divulgación sobre los derechos de las mujeres y en especial de la Convención de Belém do Pará? 

No se han realizado campañas nacionales para la divulgación de los derechos humanos de las mujeres.

II. PLANES NACIONALES

13. ¿Existe un Plan Nacional/Acción/Estrategia para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres?  ¿Contempla dicho Plan/Acción/Estrategia todas las formas de violencia? ¿Se realizan evaluaciones sobre su adecuada implementación y para conocer los problemas para su puesta en práctica?
En caso de que exista:

a)
¿Cuándo fue establecido?

b)
¿Qué periodo cubre?

c)
¿Cómo se ejecutan y evalúan?

d)
¿Cómo se divulgan y promueven?

e)
¿Tienen una perspectiva multisectorial en la que participan organismos y entidades del Estado y la sociedad civil en su diseño?

f)
¿Existen sanciones por incumplimiento de los planes nacionales? 

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?
/
No existe un Plan Nacional de prevención, sanción y erradicación de violencia contra las mujeres, en el anteproyecto de la LEY INTEGRAL PARA UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES, presentado a la Asamblea Legislativa en fechas Junio y julio de 2009, Nos. de expediente 93-6-2009-1;  115-7-2009-1, 115-7-2009-2, se incluye una serie de artículo en los cuales se mandata al Consejo Nacional: “la elaboración, implementación, seguimiento, monitoreo y evaluación del mismo.”

14. ¿Se contempla el tema de violencia contra las mujeres en los siguientes Planes Nacionales/Plan de Acción/Estrategias en:

a) educación?

El Ministerio de Educación coordina la “RED INTERINSTITUCIONAL PARA LA PREVENCIÓN DEL ACOSO Y ABUSO SEXUAL EN EL SISTEMA EDUCATIVO”, con el objetivo de prevenir, atender y erradicar la violencia hacia las niñas en el sistema educativo. En esta Red participan la Procuraduría General de la República, Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer, Instituto Salvadoreño de la Niñez y Adolescencia,, Plan por la nuiñez, Tin Marín (intancia que trabaja por la niñez) organizaciones de mujeres, como Instituto Salvadoreño para la Capacitación y la Investigación, DIGNAS, Asociación de Mujeres Salvadoreñas, entre otras.

b)
empleo y generacion de ingresos?

c)
erradicación de la pobreza?

d)
equidad e igualdad de género?

e)
salud?

f) VIH/SIDA?

g)
seguridad pública/prevención del crimen?

h)
otros? Especificar ........................................................

En caso de que esté contemplado, favor de describir cómo el tema de violencia contra las mujeres es abordado en dichos planes/acciones/estrategias. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?
/
15. ¿Existen planes de formación continuos (no capacitaciones aisladas o esporádicas) sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de la Convención de Belém do Pará, destinados a:

a) Legisladores/as?

b) Operadores/as de justicia (jueces/zas, fiscales/as, funcionarios/as legales, comisarios/as de familia, y otros/as funcionarios/as públicos/as)?

c) Operadores/as de salud?

d) Educadores/as?

e) Fuerzas militares y policiales?

En noviembre de 2009 se firmó un convenio de cooperación entre la Academia Nacional de Seguridad Pública y el ISDEMU; en Marzo de 2010 se firma un convenio de cooperación con la Policía Nacional Civil y en ambos convenio hay un acuerdo referente a la formación de capacidades en género y derechos humanos de mujeres tanto en la Academia Nacional de Seguridad Pública y la Policía Nacional Civil.

f) Organizaciones sociales y comunitarias de mujeres?

g) Centros de atención especializados en violencia?

h)
Otros?  Especificar.....................................................

En caso de que existan, describir sus características, los temas tratados y su periodicidad. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?
/
16.
¿Fomenta el Estado la participación de la sociedad civil en el:

a)
Diseño del Plan/Acción/Estrategia?

b)
Monitoreo y evaluación del Plan/Acción Estrategia?

c)
Ejecución  de proyectos y actividades conjuntas? Especificar cuáles

d)
Otros? Especificar......................

A partir de junio del 2009, el Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer ISDEMU fomenta y promueve la coordinación y participación de la sociedad civil organizada en las diferenc en la actividades que se realizan, entre ellas la evaluación de la política Nacional de la Mujer, su revisión y replanteamiento, así como el desarrollo de talleres, seminarios, conversatorios, etc., de manera conjunta.  Se ha tenido coordinación estrecha en la presentación y seguimiento del anteproyecto de ley para el acceso de las mujeres a una vida libre de violencia y el anteproyecto de ley de igualdad de oportunidades.

17.
¿Existen acuerdos de cooperación con los medios de comunicación y agencias de publicidad para difundir los derechos de las mujeres, en especial la Convención de Belém do Pará?

Hasta la fecha, no se han logrado acuerdos con las empresas privadas de los medios de comunicación y/o agencias de publicidad.

En vista de ello, el Insituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer (ISDEMU) ha firmado un convenio con la Defensoría del Consumidor, con la finaliad de crear un observatorio de los medios de comunicación, a fin de desarrollar intercambio de experiencias en metodologías, materiales y buenas prácticas en la implementación de programas.

III. ACCESO A LA JUSTICIA

18.
¿Se aumentó el número de entidades encargadas de recibir las denuncias de violencia contra las mujeres? En caso de ser así, indicar el tipo de institución, en qué fecha, en qué número y en qué localidades. En caso de no ser así, indicar la razón por la que no se aumenta dicho número y qué medidas se han tomado al respecto
/
Se desconoce si hay o no un incremento.

19.
¿Existen medidas administrativas o de otro tipo que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso, como por ejemplo:

a)
Personal especializado?

El personal que pertenece al sector de justicia en su mayoría es especialista en la aplicación de la legislación vigente pero no en atención a mujeres que enfrentan violencia y la aplicación del enfoque de género en la atención.

b)
Espacios con privacidad?

No existen espacios diferenciados que cuente con la privacidad necesaria para la atención de mujeres que enfrentan violencia en las diferentes dependencias estatales que prestan dichos servicios.

a) Servicios legales gratuitos?

La Procuraduría General de la República es la institución estatal que tiene el mandato constitucional de brindar representación y asesoría legal gratuita.

b) Intérpretes en los idiomas indígenas?

No existen intérpretes de idiomas originarios en las dependencias estatales del sector justicia.

c) Confidencialidad y protección de los datos de la víctima, sus familiares y/o testigos?

El expediente levantado en cualquier instancia estatal es confidencial. Sólo puede ser consultado por las partes y sus representantes legales.

f)
Otros? Especificar……………………… 

Favor de explicar también qué medidas se toman para que las mujeres rurales, indígenas o afrodescendientes tengan acceso a la justicia.

No hay mecanismos especializados que potenciar o garantizar el acceso a la justicia de éstos sectores de la población.

20.
¿Qué mecanismos de los abajo mencionados existen para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, sus familiares y/o testigos en los casos de violencia? 

a) ¿fondos para traslados?

No existe fondo para tal fin, solamente los fondos institucionales destinados para el albergue para mujeres en alto riesgo que administra el Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer.

b) ¿mecanismos de rescate de mujeres?


Se da a través de la intervención policial.

c) ¿cambio de identidad?

No existe ésta opción.

d) ¿protección de testigos?

Está aprobada la ley de protección a víctimas y testigos.

e) ¿salvoconducto para salir del país?

Es un proceso que se gestiona y está disponible pero depende de la embajada de cada país.

f) ¿redes seguras de referencia?

g) ¿Otros? Especificar…………………………

21.
¿Cuentan con evaluaciones y estudios sobre cuánto tiempo toma en la realidad otorgar medidas de protección luego de la presentación de la denuncia? ¿Cuentan con estadísticas sobre cuántas y qué tipo de medidas de protección fueron otorgadas a mujeres afectadas por violencia en el último año, en relación al total de medidas de protección solicitadas?
/


No existe información al respecto.

22.
¿Se cuenta con protocolos de atención para las mujeres, niñas y adolescentes afectadas por la violencia, en el idioma oficial y en el de los pueblos indígenas, para uso de la/s:

a) Policía y personal de las entidades receptoras de denuncias?

Existe la guía de intervención policial en caso de violencia intrafamiliar (Anexo 1).

b) Fiscalías?


No existe a nivel fiscal

c) Operadores/as de salud?

Se proporciona la Guía Clínica de atención a mujeres y personas menores de edad de violencia intrafamiliar y violencia sexual para hospitales del segundo (pequeños procedimientos de cirugía) y tercer nivel (cirugías mayores, cuidados intensivos, especialidades) del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (Anexo 2).
23. ¿Los juzgados y fiscalías usan la Convención de Belém do Pará y los tratados 
internacionales de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes? ¿Se ha realizado 
un estudio o evaluación sobre el uso de estos instrumentos  en el trabajo de jueces/as y 
fiscales/as?  En caso de existir dicho estudio, reseñar las principales conclusiones y/o 
sentencias relevantes.
No se ha hecho un estudio al respecto.

24.
¿Se han realizado evaluaciones o estudios sobre:


a)
el uso de estereotipos, prejuicios, mitos o costumbres en los casos de mujeres víctimas de violencia, y cómo esto puede afectar el proceso y/o las sentencias? 

b)
si los/las jueces/zas y demás operadores/as de justicia toman en cuenta negativamente la historia personal de la víctima o su experiencia sexual antes de emitir su sentencia?


En caso de existir dicho estudio, reseñar las principales conclusiones y/o sentencias relevantes.

No se ha hecho un estudio al respecto.

IV. SERVICIOS ESPECIALIZADOS

25.
¿En los últimos cuatro años, el Estado (no sociedad civil) ha aumentado los refugios, casas de acogida y centros de apoyo integral para mujeres afectadas por la violencia, sus hijas e hijos? De ser así, explicar cuántos y en qué localidades. De no ser así, explicar qué medidas se han tomado para aumentar dicho número, y fecha estimada de operación de los nuevos refugios y centros de atención
/
El Estado no ha incrementado el número de casas de acogida, solo existe un albergue a nivel nacional.

26.
¿En los últimos cuatro años se ha ampliado y/o mejorado la cobertura de servicios gratuitos especializados proporcionados por el Estado (no sociedad civil) como:

a)
asesoría jurídica gratuita previa al proceso?

b)
patrocinio jurídico gratuito durante el proceso?

c)
líneas telefónicas gratuitas, que atiendan 24 horas a nivel nacional?

d)
programas de salud, incluso de salud sexual y servicios de interrupción legal del embarazo?

e)
consejería psicológica, terapia, grupos de apoyo y autoayuda? 

f)
otros? Especificar……………………………….

En caso de que se hayan aumentado, explicar de qué forma se amplió y/o mejoró la cobertura. En caso de que no se hayan aumentado, explicar las razones y qué medidas se han tomado para garantizar dicho aumento o mejora
/.

No se ha ampliado la cobertura.

27.
¿Existen campañas de difusión de estos servicios para el conocimiento de las mujeres?

No se han realizado campañas de promoción de servicios

28.
¿Se han realizado evaluaciones de los servicios ya existentes mencionados en las preguntas 25 y 26, así como de satisfacción de las usuarias respecto de ellos? De ser así, explique cuáles fueron los resultados de dichas evaluaciones, y las medidas tomadas por el Estado para implementar sus recomendaciones y mejorar los servicios. En caso de que no existan evaluaciones, explicar las medidas adoptadas para realizar una evaluación durante el presente año
/
No se han hecho evaluaciones al respecto.

V. PRESUPUESTO
/
29.
En los últimos cuatro años, ¿cuál ha sido el porcentaje del presupuesto nacional destinado a programas de violencia contra las mujeres (no solo familiar o doméstica)? Favor especificar si la fuente de estas partidas son los fondos públicos, el financiamiento privado o la cooperación internacional.

Del presupuesto nacional consignado al Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer (ISDEMU) hasta el año 2009, estaba dirigido a la atención de la violencia intrafamiliar, el que se describe en la siguiente tabla:

Tabla No. 1.

	Año
	% del presupuesto del ISDEMU

	2006
	55.45

	2007
	64.52

	2008
	63.89

	2009
	59.72


Fuente: Datos de la Unidad Financiera Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer (ISDEMU)

30.
En los últimos cuatro años, ¿cuál es el porcentaje del presupuesto nacional asignado por año a:

a)
comisarías de mujeres, fiscalías u otras entidades receptoras de denuncias?

b)
capacitación de funcionarios/as?

c)
servicios especializados: refugios y casas de acogida; línea de asistencia gratuita, asesoría jurídica gratuita, patrocinio jurídico gratuito y consejería psicológica gratuita?

d)
campañas de prevención de la violencia contra las mujeres?

e)
servicios de salud para las mujeres afectadas por la violencia a nivel nacional?

f)
Otros? Especificar………………………….
Hasta el año 2009, se desconoce si las instancias gubernamentales han destinado parte de su presupuesto destinado a las interrogantes expuestas.

VI. INFORMACIÓN Y ESTADISTICAS

31.
En los últimos cuatro años, ¿Se han realizados estudios e investigaciones desde el Estado sobre violencia contra las mujeres y/o aplicación de la Convención de Belém do Pará en su país? De haberse realizado, presentar las principales conclusiones de dichos estudios y si se ha implementado alguna forma de seguimiento a nivel nacional. De no haberse realizado, ¿qué medidas se han adoptado para realizarlos?

Hasta en noviembre del 2009, que el Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer (ISDEMU) que presento ante el Presidente de la República y el  gabinete ministerial el “Primer Informe Nacional sobre la Situación de Violencia contra las Mujeres en El Salvador” (Anexo No. 3)

Este informe muestra que las mujeres trabajadoras en instituciones gubernamentales (consulta de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos 2008) reciben acoso sexual en sus instituciones, en los siguientes porcentajes: 

Instituciones gubernamentales donde las mujeres reciben acoso sexual

Tabla No. 2

	Institución
	%

	Política Nacional Civil
	68

	Instituto Salvadoreño del Seguro Social
	54

	Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social
	53

	Ministerio de Educación
	52

	Procuraduría General de la República 
	24


Fuente: Datos del “Primer Informe Nacional sobre la situación de Violencia contra las Mujeres en El Salvador”. Tabla elaboración propia.

A partir de este informe y de considerar las observaciones del Comité CEDAW y los compromisos adquiridos en la Convención  Interamericana  para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la Mujer (Convención  Belém do Pará), se han realizado las siguientes acciones para enfrentar  y erradicar la violencia contra las mujeres.

1. Firma de Convenio con la Academia Nacional de Seguridad Pública (ANSP) con los siguientes compromisos: 
a. Implementar un proceso sistemático de sensibilización en los temas de teoría de género, violencia contra las mujeres, enfatizando la atención de la violencia sexual.

b. Construir un protocolo de atención de casos de violencia de género enfatizando la atención en los casos de violencia sexual al interior de la ANSP.

c. Incorporar el enfoque de género de forma transversal en la adecuación curricular de la ANSP.

d. Incorporar a la ANSP como enlace institucional del ISDEMU.
2. Firma de Convenio con la Policía Nacional Civil, con los compromisos que se describen a continuación:

a. Brindar apoyo y asistencia técnica a la PNC, en la aplicación del enfoque de género y violencia basada en género  en su quehacer institucional.

b. Generar capacidades para la prevención, detección, registro y referencia de casos de violencia basada en género, en el personal policial y administrativo de la PNC, especialmente en situaciones de emergencia nacional y desastres.
c. Generar capacidades para la atención de personas víctimas de violencia en situación de crisis, en el personal policial
d. Compartir documentos especializados en los temas antes mencionados.
e. Compartir el informe estadístico mensual y anual consolidado de los casos de violencia basada en género atendidos por el ISDEMU e instituciones enlaces.
f. Registrar los casos de violencia basada en género reportados por la PNC al ISDEMU, de acuerdo a los criterios establecidos por ambas partes
g. Incluir a la PNC como enlace institucional de la Política Nacional de la Mujer
3. ISDEMU pone a disposición de las Mujeres Trabajadoras Salvadoreñas la VENTANILLA para la atención integral de casos de discriminación laboral en razón de género y acoso sexual en el ámbito laboral.

El acoso sexual está tipificado como DELITO en el Código Penal Art. 165: "El que realice conducta sexual indeseada por quien la recibe, que implique frases, tocamiento, señas u otra conducta inequívoca de naturaleza o contenido sexual y que no constituya por sí sola un delito más grave, será sancionado con prisión de tres a cinco años".

Para que las mujeres sean atendidas, lo podrán hacer a través del correo electrónico ventanilla@isdemu.gob.sv , línea de atención “Directa y confidencial” 2281-7550

4. Memorándum de entendimiento UNIFEM-ISDEMU, Ministerio de Gobernación, Ministerio de Justicia y Seguridad Pública, con los siguientes compromisos:

a. Por ISDEMU: 

i. Dar acompañamiento político para la adopción de la campaña a nivel del ejecutivo
ii. Dar visto bueno a los contenidos y mensajes a difundir en la campaña.
iii. Generar espacios de articulación a nivel territorial a partir de las oficinas del ISDEMU, en coordinación con las gobernaciones, para la promoción de las actividades incluidas en la campaña.
iv. Promover la articulación de la campaña nacional con las campañas promovidas desde las organizaciones de mujeres.
b. Por UNIFEM
i. Garantizar los recursos necesarios para implementar la campaña nacional en el marco de las actividades programadas.
ii. Generar espacios de articulación necesaria entre las diversas  contrapartes que acompañaran la campaña.
iii. Elabora propuesta conceptual de campaña
iv. Coordinar el diseño de los diversos productos comunicacionales elaborados en el marco de la campaña.
v. Desarrollar y elaborar un plan de actividades a desarrollar en el marco de la campaña
vi. Ejercer la vocería, en coordinación y con apoyo del ISDEMU.
c. Ministerio de Gobernación
i. Generar espacios de coordinación con todas las instituciones gubernamentales, que los conforman en cada departamento, con el propósito que se integren a la campaña nacional.
ii. Facilitar espacios de difusión a nivel territorial para las actividades planificadas en la campaña nacional denominadas "Ciudades seguras para las mujeres".
iii. Coordinar con el señor Ministro de Gobernación a través del Director Nacional de Correos, la emisión de Sellos Postales conmemorativos a la Campaña nacional de sensibilización para erradicación de la violencia contra la mujer.
iv. Apoyo mediante charlas educativas que se deberan impartir en los cine forum que se proyecten en diferentes instituciones gubernamentales entre ellas: escuelas públicas y organizaciones no gubernamentales que soliciten este servicio.
v. Gestionar espacios en los medios de comunicación (televisivos, radiales y escritos) solicitando entevistas, para exponerla a la población, a fin de sensibilizar sobre los problemas que conlleva la violencia contra la mujer.
vi. Facilitar y coordinar la ejecución de actividades de sensibilización contempladas en la Campaña, en las salas de cine a nivel nacional.
vii. Acompañamiento en las gestiones con diferentes agencias de públicidad a fin de que brinden a poyo a la Campaña Nacional
viii. Campañas preventivas permanentes que se realizan a través de las capacitaciones que se brindan a las Gobernaciones políticas Departamentales y demás instituciones y comunidades locales que se encuentran en eminente peligro.
32.
En los últimos cuatro años, qué actividades se han realizado para promover y apoyar la investigación de la violencia contra las mujeres, en coordinación con las organizaciones de la sociedad civil, así como con los centros académicos del país?
/
No se han realizado

33.
En los últimos cuatro años, ¿se han realizado encuestas periódicas especializadas en:

a)
violencia contra las mujeres? 

b)
conocimiento de las mujeres de sus derechos? 

c)
conocimiento de las mujeres de servicios estatales disponibles en caso de verse afectadas por violencia?

d)
Otros? Especifique………………………………….

En caso de que se hayan realizado, informar si los/as encuestadores/as recibieron capacitaciones previas sobre el tema y la metodología empleada, así como los resultados de dichas encuestas. En caso de que no se hayan realizado, informar de las medidas tomadas para realizar una
/.

Por segunda vez en la serie de Encuesta de Salud Nacional de Salud Familiar (FESAL) se incluyó el tema de violencia contra la mujer, por su relación con la salud en general y particularmente con la salud sexual y reproductiva, y la salud mental. Sin embargo, cabe aclarar que el cuestionario que se utilizó para medir y caracterizar la violencia en FESAL-2002/03 se modificó para introducir una mayor comparabilidad en 2008 con los instrumentos promulgados a nivel internacional por la Organización Mundial de la Salud (OMS).  (Anexo No. 4).
34.
¿Se han implementado registros sobre el número y características de las denuncias o casos de violencia contra las mujeres (no solo familiar, intrafamiliar o doméstica) accesibles al público, en:

a)
Policía y otras entidades receptoras de denuncias?

b)
Tribunales y fiscalías?

c)
Servicios de salud?

d)
Otros? Especifique……………………….

En caso de haberse implementado, informar del número de denuncias recibidas por año, y cualquier otra información desagregada por edad, ubicación geográfica, origen étnico, estado civil, nivel educativo, ocupación y vínculo con el agresor.  En caso de no haberse implementado, informar de las medidas adoptadas para implementar dichos registros
/.

35.
¿Se cuenta con información en los últimos cuatro años sobre:

a)
Número de mujeres víctimas de violencia en el año, por edad, estado civil, tipos de violencia y ubicación geográfica?
b)
Número de procesos por violencia contra las mujeres, con respecto al total de denuncias por violencia contra las mujeres?

c)
Número de procesos sentenciados condenando al agresor por violencia contra las mujeres, con respecto al total de las denuncias realizadas?

d)
Número de mujeres víctimas de femicidio
/ al año por edad, estado civil y ubicación geográfica?
e)
Número de procesos de femicidio sentenciados condenando al agresor por año con respecto al total de casos registrados?
f)
Otros? Especifique………………………………..
En caso de contar con dicha información, incluir dichas cifras. En caso de no contar con dicha información, explicar qué medidas se han adoptado para  contar con dichas cifras en el futuro
/.

36.
¿Existe algún mecanismo u órgano de coordinación entre los institutos de las mujeres y las entidades públicas que elaboran y recopilan estadísticas nacionales, para mejorar la recopilación estadística en materia de violencia contra las mujeres? En caso de que exista, explicar cuál es, sus objetivos y funciones
/

INFORME FINAL SOBRE EL SALVADOR

ANÁLISIS DE LA RESPUESTA DEL GOBIERNO DE EL SALVADOR AL

CUESTIONARIO PARA LA EVALUACIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

CONSIDERACIONES GENERALES

El Comité de Expertas (CEVI) presenta la evaluación sobre el nivel de cumplimiento y aplicación de la Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (Convención Belém do Pará) en la República de El Salvador, con base al cuestionario y la solicitud de ampliación del mismo enviado por la Secretaría del Mecanismo de Seguimiento de la Convención citada, al Gobierno Salvadoreño.

Cabe señalar que para la elaboración del presente documento fueron consideradas las respuestas remitidas por la autoridad designada por el Estado Salvadoreño y el documento presentado por la organización CLADEM-El Salvador, mismo que contiene las respuestas al cuestionario enviado a la autoridad gubernamental designada, desde la perspectiva de esta organización no gubernamental.

El CEVI agradece al Gobierno Salvadoreño su disposición para dar respuesta a la información solicitada con el objeto de dar cumplimiento a la segunda ronda de evaluación multilateral del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención de Belém do Pará (MESECVI), mediante el envío de las respuestas al cuestionario remitido y a la solicitud de ampliación del mismo. Ello permite conocer las actividades legislativas y de política pública que realiza el Estado Salvadoreño para la puesta en práctica de la Convención de Belém do Pará, al mismo tiempo que se manifiestan los desafíos que aún se presentan para lograr el acceso de las mujeres salvadoreñas a una vida libre de violencia, como queda establecido en la Convención de Belém do Pará y asumido por el Estado al reiterar el compromiso de seguir avanzando a favor de los derechos de las mujeres.

El CEVI también agradece a CLADEM–El Salvador, por el envío de su informe en relación al cuestionario y reconoce el esfuerzo realizado por ésta organización, reiterando el invaluable apoyo que la sociedad civil aporta a este esfuerzo que requiere de la opinión y participación de las organizaciones civiles, sin el cual sería difícil el cumplimiento de su mandato. Asimismo el CEVI solicita e invita a las organizaciones civiles salvadoreñas a continuar con este esfuerzo para el seguimiento y cumplimiento de la Convención de Belém do Pará. 

 Como parte de ese esfuerzo conjunto y considerado como una buena práctica que debe motivar a otros Estados a implementarla, se reconoce el trabajo emprendido por las organizaciones de la sociedad civil y el Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU), para proponer reformas legales que tengan como fin la vigencia plena de la Convención Belém do Pará en el Estado Salvadoreño. De manera especial, el CEVI hace un reconocimiento a estos esfuerzos, particularmente a las organizaciones de mujeres salvadoreñas que impulsaron, en la Asamblea Legislativa del país, la Ley Integral para una Vida libre de Violencia contra las Mujeres, lo que constituye sin duda un avance significativo en la legislación del Estado.

Como lo reconoce el Estado Salvadoreño al señalar en su informe: “Ahora, luego de un largo proceso de estudio por la Comisión de la Familia, la Mujer y la Niñez de la Asamblea Legislativa, con la asistencia técnica de ISDEMU, se aprobó
 el 25 de noviembre de 2010, la Ley Integral para una Vida Libre de Violencia contra la Mujer – en adelante la “Ley Integral” –, que es el consolidado de las propuestas hechas desde organizaciones de la sociedad civil
.   A esta ley se le ha dado un período de un año para que las instituciones puedan generar las condiciones necesarias para su debida aplicación.”

El CEVI saluda la aprobación de esta Ley, pero al mismo tiempo hace un llamado a las autoridades salvadoreñas para que garanticen en los presupuestos de las dependencias gubernamentales los recursos necesarios para la puesta en práctica de la misma, sobre todo para que se construyan los espacios de atención a las mujeres que sufren cualquier tipo de violencia.  

II. LEGISLACIÓN 

1. El Gobierno Salvadoreño en sus respuestas relativas a la incorporación de la Convención Belém do Pará a su ordenamiento jurídico, ha reiterado que la Constitución de la República de El Salvador establece en su artículo 144 que “los tratados internacionales celebrados por El Salvador con otros estados o con organismos internacionales, constituyen leyes de la República al entrar en vigencia conforme a las disposiciones del mismo tratado y de esta Constitución, y prevalecen sobre las leyes secundarias”.

2. El CEVI considera que si bien esta disposición constitucional permite a las mujeres demandar ante los tribunales del Estado el cumplimiento de los derechos establecidos a su favor en la Convención de Belém do Pará, no es suficiente, ya que como ha reiterado la Corte Interamericana de Derechos Humanos se requieren elementos de jure y de facto que permitan a las mujeres el acceso a una vida libre de violencia. Por ello, el CEVI solicita al Estado que continúe con su labor de implementación de la Convención de Belém do Pará y con un proceso de armonización legislativa para derogar o reformar todas aquellas disposiciones que contradicen los contenidos y derechos establecidos en la Convención de Belem do Pará e incluir las normas penales, civiles y administrativas que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres.

3. De manera especial el CEVI solicita al Estado Salvadoreño que, teniendo en cuenta el artículo 7
 de la Convención de Belém do Pará, y de acuerdo a la Ley Integral para una Vida Libre de Violencia contra la Mujer, de reciente aprobación, sancionen como delitos toda forma de violencia contra las mujeres.

4. De acuerdo al Comité de Expertas, la definición del delito de violación debe considerar la violación oral y con objetos. En el caso del Estado Salvadoreño su Código Penal sanciona estas conductas como “Otras Agresiones Sexuales” en su artículo 160
, en consecuencia el CEVI exhorta al Estado para adoptar todas las medidas necesarias a fin garantizar que la legislación sancione como violación esas conductas de acuerdo con la Convención Belém do Pará en sus artículos 1º
 y 2
 inciso a), b) y c), y se tomen medidas para que las y los funcionarios públicos reciban la capacitación necesaria. 

5. Al respecto, el Estado Salvadoreño ha señalado en su informe que “En cuanto a la observación realizada sobre la violación oral y con objetos, se reconoce que estos delitos no están considerados como violación sexual, por lo que se hace necesario hacer las debidas reformas al Código Penal para que sean contempladas como tal”.

6. De la misma manera el CEVI al analizar la legislación penal respecto al delito de violación dentro del matrimonio u otras uniones maritales encuentra que este no queda establecido, por lo que solicita al Estado Parte analice y proponga reformas penales a fin de sancionar debidamente la violación en estas circunstancias. 
7. En relación a la pregunta sobre la tipificación del delito de trata de personas, particularmente mujeres y niñas, el Estado refiere que la legislación penal y en la Ley contra el crimen organizado se encuentra tipificada desde el 2004 la Trata de Personas, de conformidad con la Convención de Palermo, además de que se han venido realizando acciones encaminadas a la prevención de la Trata de Personas que incluyen, entre otras, la cooperación con la República de Costa Rica para este fin, por lo que El Salvador ha generado una política nacional para la erradicación de la trata de personas vigente desde el año 2008, además de manuales y guías para los servidores públicos que atienden esta problemática, lo que sin duda representa un importante avance legislativo y de política pública en la materia, por lo que el CEVI agradece el envío de los documentos elaborados, tales como manuales para la atención a las víctimas de trata de personas, y sería deseable que pudiera contarse con una evaluación nacional de las acciones gubernamentales emprendidas y el trabajo realizado por su Comité Nacional Contra la Trata de Personas y poder remitir al CEVI la evaluación. Por lo anterior nos congratulamos y estaremos pendiente del resultado de las acciones de prevención y sanción de la trata de personas.
8. Por cuanto a la legislación para la prevención y sanción de prostitución forzada, se observa que el Código Penal no contiene los elementos señalados en el Estatuto de la Corte Penal Internacional. Es importante que se legisle a fin de proteger los derechos de las personas víctimas de estas conductas.
9. Si bien el acoso sexual se encuentra considerado como delito en el artículo 165
 del Código Penal como se reporta en el Informe proporcionado por el Estado, cabe aclarar que este no considera de manera específica los ámbitos laborales, de salud o educativos, lugares en donde se presentan con mayor frecuencia estos delitos, según estudios realizados en distintos países de la región, por lo que solicitamos al Estado que proponga reformas legislativas de conformidad con lo que señala el Artículo 2
 de la Convención de Belém do Pará. 
10. Por otra parte preocupa al Comité que se contemple en la legislación penal
 el acoso sexual hacia menores de edad, ya que tratándose de estas conductas cometidas contra niñas, niños o adolescentes debería de considerarse además, lo establecido en la Convención sobre los derechos del niño a fin de que se sancione esta conducta como abuso sexual. Lo anterior atendiendo también a la situación de vulnerabilidad en que se encuentran los niños, niñas y adolescentes, en consecuencia exhortamos al Estado Salvadoreño realice acciones legislativas tomando en consideración los contenidos del artículo 9
 de la Convención Belém do Pará.
11. Al respecto la Autoridad salvadoreña reconoce y se compromete a tomar en cuenta las observaciones del CEVI como queda consignado en su informe: “Relativo al acoso sexual, y en consonancia a la observación hecha al respecto, su definición en la legislación nacional no contempla los diferentes ámbitos donde puede suscitarse, por lo que se toma en consideración este señalamiento.

12. Al CEVI le preocupa la violencia ejercida o que se puede ejercer contra las mujeres en relación a sus derechos sexuales y reproductivos derivada de la legislación del Estado, que contradice las disposiciones contenidas en la Convención de Belém do Pará en los artículos 2, 3, 4, 5, 7 incisos e) y g), 8 inciso d) y 9, como se desprende del análisis de la legislación en El Salvador. Actualmente no existe ningún procedimiento para la interrupción legal del embarazo, ni causales excluyentes de responsabilidad para las mujeres que lo interrumpan, cuando el producto es consecuencia de una violación sexual; es mas, la legislación establece una penalidad para la mujer que interrumpe un embarazo cuando ha sido víctima de una violación, lo cual viola los contenidos del artículo 2 apartado c de la Convención Belém do Pará, al señalar una sanción de 2 a 8 años de prisión y para el médico que la practique es de 6 a 12 años e inhabilitación de su profesión, de conformidad con los artículos 133 y 135 del Código Penal vigente.

13. Esta situación también se aborda en el informe del Estado Parte que al respecto señala: “en el ámbito de legislación se reconoce que para el caso de la violencia ejercida contra las mujeres en relación a sus derechos sexuales y reproductivos aún hay dificultades para la garantía y ejercicio de la misma, sobre todo en relación al aborto. Se establece en el Código Penal, en sus artículos 133 y 135, que todo tipo de interrupción del embarazo en cualquier condición es penada por la ley tanto para la mujer que aborta como para el médico. En este tema, el ISDEMU ha tomado la iniciativa de posicionarlo en la agenda de la política pública”.

14. Al respecto el CEVI solicita al Estado Parte que lleve a cabo las reformas legislativas necesarias e instrumente los procedimientos médicos y legales para que las mujeres salvadoreñas, victimas de violencia sexual puedan, si así lo deciden, interrumpir el embarazo sin que se les sancione por este hecho.

III. PLANES NACIONALES

15.  El CEVI reconoce la importancia de que en el Plan Quinquenal de Desarrollo 2010-2014 del Estado Parte se incluya el enfoque de género como eje transversal y se aborde la necesidad de prevenir la violencia de género. Así mismo reconoce que la elaboración de la Segunda Política Nacional de la Mujer en el 2010, en el cual se destaca la necesidad de combatir la violencia contra las mujeres en todas sus expresiones incluyendo aquella ejercida por el Estado.
16. Sin embargo el CEVI reitera que la Convención de Belém do Pará en sus artículos 7, 8 y 9 insiste en que son deberes de los Estados establecer políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, para lo que se deben poner en práctica medidas específicas que cuenten con presupuesto para su implementación, considerando la participación de la sociedad civil tanto en la puesta en marcha de las mismas, como en su seguimiento y evaluación.
17. Dado que el Estado informa de los trabajos llevados acabo en el área educativa a través del Ministerio de Educación en materia de prevención del acoso y abuso sexual, el CEVI reconoce que es significativa dicha campaña, sin embargo considera que la misma debe comprender a otras instituciones para que puedan tenerse mejores resultados. 
18. El Estado salvadoreño también informa de los acuerdos de cooperación signados con la Academia Nacional de Seguridad Pública y con la Policía Nacional con el ISDEMU. El CEVI considera que los mismos son importantes para la defensa y promoción de los derechos humanos de las mujeres, y que la experiencia de su implementación será de utilidad para futuras capacitaciones en esas áreas. 
19. En relación a la necesidad de mejorar y fortalecer el conocimiento y la observancia de las y los servidores públicos de la Convención de Belém do Pará, principalmente operadores de la justicia, como lo estable el artículo 8 de la Convención, se insiste en desarrollar programas y contenidos educativos en la materia de manera permanente y dentro de los planeas de formación profesionales de los servidores públicos. 
20. Para la elaboración de políticas y planes para prevenir y sancionar la violencia contra las mujeres, y dado que aun no se cuenta con ellos, el CEVI considera que los contenidos de los resultados de la investigación sobre la situación de la violencia de género llevada a cabo por la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos en 2006 (proporcionada por CLADEM) deben ser tomados en cuenta y continuar con la investigación emprendida para este fin ya que entre las conclusiones se encuentran:
“Las instituciones estatales como la Procuraduría General de la República, la Policía Nacional Civil, los Tribunales de Justicia, Alcaldías Municipales, el Instituto Salvadoreño del Seguro Social y hospitales nacionales, no actúan con la debida celeridad y oportunidad que se requiere para garantizar la protección, respeto y goce pleno de los derechos humanos de las mujeres en El Salvador”

“La violencia laboral que padecen las empleadas de la administración pública, así como la discriminación que sufren las usuarias del sistema, responde directamente a los estereotipos, valor y ubicación que nuestra sociedad le otorga a la mujer, en razón de género, tanto en el ámbito público como en el privado”

“Los despidos, amenazas de traslados, la desigualdad en el trato y oportunidades, la inequidad salarial y el acoso sexual, son manifestaciones de la violencia institucional que sufren las mujeres que prestan sus servicios al interior de las entidades públicas; las cuales provocan daños y sufrimientos físicos, sexuales o psicológicos que se extienden a las familias de las víctimas y a la sociedad salvadoreña en general.”

“A pesar que en la Ley de la Carrera Docente se contemple sanciones y hasta destitución para aquellos docentes que incurran en acoso sexual, la frecuencia con la que este fenómeno se presenta en los Centros Escolares es cada vez mayor, situación que vulnera los derechos de los niñas y niños …” 

IV. ACCESO A LA JUSTICIA

21. De la información proporcionada por el Estado Salvadoreño se destaca que, a pesar de los avances legislativos, no se ha logrado un acceso efectivo a la justicia para las mujeres víctimas de violencia, ya que muchos delitos denunciados quedan impunes, a lo que se debe añadir que los espacios gubernamentales de atención a las víctimas son mínimos, situación que sigue constituyendo un obstáculo para el pleno ejercicio de los derechos humanos de las mujeres en especial el derecho a una vida libre de violencia.

22. El CEVI considera que la propuesta de unidades Institucionales de Atención Especializada junto con las Casas de Acogida consideras en la ley Integral para una vida libre de violencia contra las mujeres constituyen una oportunidad para la atención y prevención de la violencia, por lo que hace un llamado al gobierno a fin de que se destine a la mayor brevedad el presupuesto necesario para su implementación.

23. De igual manera solicita al gobierno y a las instituciones de seguridad y justicia que lleven a cabo investigaciones conjuntas que permitan la investigación, procesamiento y sanción a los responsables de actos de violencia contra las mujeres, a la par de la restitución de derechos y la reparación de daños a las víctimas. Condición necesaria para disminuir la impunidad, puesto que de la información proporcionada por el Estado, se desprende que durante el año 2009 se recibieron un total de 3,409 denuncias de mujeres víctimas de violencia, sin embargo solo se presentaron ante los tribunales 1,468 casos, de los cuales se sobreseyeron 1,057 casos, a esto se suma que 274 fueron sentencias absolutorias 274 y únicamente 232 de las denuncias presentadas fueron sentencias condenatorias
. En lo que respecta a información proporcionada por la misma fuente, de enero a julio de 2010, la Fiscalía General de la República recibió 1,305 denuncias y solo 47 han sido sentencias condenatorias. 

24. Frente a esta situación de impunidad, el CEVI manifiesta la importancia de que las autoridades gubernamentales de las áreas de salud, seguridad y justicia cuenten con protocolos de actuación que les permita realizar sus mandatos garantizando el respeto a los derechos de las mujeres, y actuando con la debida diligencia; así mismo la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha referido que “Tanto la Corte Interamericana como la CIDH han afirmado reiteradamente que la investigación de casos de violaciones de los derechos humanos, que incluye los casos de violencia contra las mujeres, deben llevarse a cabo por autoridades competentes e imparciales. Cuando tales investigaciones no son llevadas a cabo por autoridades apropiadas y sensibilizadas en materia de género o estas autoridades no colaboran entre sí, se registran retrasos y vacíos clave en las investigaciones, que afectan negativamente el futuro procesal del caso.”
 Lo anterior de conformidad con lo establecido en los apartados a), b) d) y f) del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará. 

V. PRESUPUESTO

25. El CEVI expresa su beneplácito porque la Política Presupuestaria para el año 2011, dictada por el Ministerio de Hacienda del Estado Parte, cuenta con directrices en materia de género. Entre las que destacan: 
· Reducir significativamente la exclusión económica, social y política, disminuir la desigualdad, especialmente la brecha de oportunidades, y lograr aceptables niveles de equidad, en especial la equidad entre los géneros.

· Impulsar el desarrollo de acciones que permitan en el marco de la Política Fiscal de mediano plazo, introducir la perspectiva de equidad de género en el presupuesto mediante la definición de programas estratégicos institucionales para la prevención de las prácticas de discriminación, así como los mecanismos que fortalezcan la capacitación y sensibilización del enfoque de género.

26. Sin embargo, el CEVI observa con preocupación que la información proporcionada señala que no existe incremento alguno al presupuesto para el año 2011 de los fondos asignados al ISDEMU, situación que es lamentable ya que es la institución gubernamental que tiene a su cargo el cumplimiento de la Política Nacional de la Mujer, además de ser el organismo rector de la reciente Ley Integral para una Vida Libre de Violencia contra las mujeres, que entre otros mandatos están, la creación de albergues y unidades de atención para mujeres víctimas.

27.  El CEVI exhorta al Estado Salvadoreño para que realice un esfuerzo presupuestal y destine los recursos necesarios para que el ISDEMU pueda cumplir con las responsabilidades que le han sido asignadas. Así como etiquetar los presupuestos con el fin de garantizar que otras dependencias o mecanismos institucionales puedan llevar a cabo el cumplimiento de los objetivos planteados en el Ley Integral. 

VI. INFORMACIÓN Y ESTADISTICAS

28. Agradecemos la información proporcionada por el Estado Parte en relación a trabajos conjuntos realizados con organizaciones de mujeres, así como la recopilación estadística que se presenta.

29. La necesidad de mantener un sistema de información y estadística que dé cuenta de la situación que guarda la violencia contra las mujeres en El Salvador es fundamental, por lo que solicitamos pueda crearse un área, dentro de las instituciones que atienden a mujeres víctimas, que lleve a cabo esta labor, y asimismo dentro del sistema estadístico nacional se incorporen la información sobre condición de la mujer salvadoreña, los tipos de violencia que se manifiestan y el avance en la aplicación de sus derechos, particularmente su derecho a una vida libre de violencia.

VII. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

30. El CEVI expresa su agradecimiento al Estado Parte por su disposición para dar respuesta al cuestionario enviado y a las aclaraciones solicitadas, felicita los avances alcanzados y lo alienta a continuar con sus esfuerzos para la plena vigencia de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la mujer.

31. El CEVI también agradece los esfuerzos realizados por las organizaciones civiles de mujeres en El Salvador para avanzar en la puesta en práctica de los contenidos de la Convención de Belém do Pará, con propuestas legislativas y de política pública, en particular aclaren por el envío de sus comentarios al cuestionario elaborado por el CEVI, y las exhorta a que sigan participando en este ejercicio de evaluación de la Convención. 

32. El CEVI se congratula por la aprobación de la Ley Integral para una Vida libre de Violencia contra las Mujeres y estará pendiente de su implementación. Reitera la urgencia de que el Estado Salvadoreño destine los recursos financieros necesarios para que se lleven a cabo las acciones contenidas en esta Ley, y con ello se coadyuve a garantizar a las mujeres el derecho a una vida libre de violencia. 

33. El CEVI urge al Estado Salvadoreño a llevar a cabo un proceso de armonización legislativa que elimine de su legislación toda forma de discriminación hacia las mujeres que pueda constituir o justificar cualquier forma de violencia. 

34. De manera especial el CEVI solicita al Estado Salvadoreño que legisle para que las mujeres objeto de violación sexual puedan contar con recursos y mecanismos sencillos, ágiles y eficaces, que les permitan, si así lo desean, la interrupción legal del embarazo. 

35. El CEVI solicita al Estado Parte que ponga en práctica acciones para abatir la impunidad en los delitos que se comenten en contra de las mujeres y que considere dentro de su política criminal un especial pronunciamiento hacia la investigación, procesamiento y sanción de los responsables de los delitos cometidos en contra de mujeres, y al mismo tiempo restituir sus derechos y garantizar la reparación de sus daños.

36. El CEVI solicita al Estado Salvadoreño que revise su legislación y establezca espacios de atención especializada para las mujeres que se encuentren en situación de vulnerabilidad cuando sean menores de 18 años, migrantes o que por su condición de discapacidad o situación económica u otras, requieran medidas especiales.

37. El CEVI solicita al Estado Parte que contemple, dentro de la legislación penal, los componentes de debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer y para el apoyo y atención a las víctimas; así como la elaboración de protocolos para este propósito. 


OBSERVACIONES FINALES DEL GOBIERNO DE EL SALVADOR 
AL INFORME FINAL DE PAÍS SOBRE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

COMENTARIOS AL INFORME SOBRE EL SALVADOR 

En atención al requerimiento de la Comisión Interamericana de Mujeres, bajo el oficio No. 12-252/11, se emiten los siguientes comentarios:

1) Consideraciones Generales

Muy respetuosamente el Estado salvadoreño desea llamar a la atención del MESECVI que la autoridad nacional en materia de derechos de las mujeres es el Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer, el cual oficialmente se abrevia como ISDEMU, y no como erróneamente se cita en el documento de referencia (donde aparece como Instituto Nacional de las Mujeres, abreviado INAMU), lo cual considera importante elevar al conocimiento del MESECVI para el adecuado diálogo internacional. No obstante, El Salvador comprende que se trata de un yerro involuntario el cual no afecta en lo sustantivo, ni en lo adjetivo, las recomendaciones y observaciones que se realizan al país.

2) Legislación

Delito de violación

El Salvador comparte, como punto de partida, que la violación no debe limitarse a la introducción del pene de manera violenta o sin consentimiento, y debe contemplar las otras formas de introducciones de objetos por vaginal o anal, lo cierto es que vistas las cosas desde la perspectiva del rango sancionatorio, ambas conductas se encuentran equiparadas. No obstante, El Salvador se compromete a revisar su legislación para incorporar, bajo el mismo título legal, las conductas lesivas de la autonomía sexual de las mujeres.

Violación durante el matrimonio
Efectivamente la legislación salvadoreña no reconoce como un tipo penal especial el delito de violación durante el matrimonio u otras uniones maritales, y coincide con el MESECVI en la necesidad de visibilizarlo expresamente. 

Delito de acoso sexual:

El Estado salvadoreño coincide plenamente con las observaciones del MESECVI y considera de alta relevancia el fortalecimiento del tipo penal de acoso sexual en orden a cubrir todas las posibles debilidades que su formulación como tipo penal pueda presentar.

Interrupción del embarazo

Al respecto El Salvador desea hacer del conocimiento del MESECVI que con fecha 20 de noviembre de 2007, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia emitió una sentencia de inconstitucionalidad respecto de la legislación en materia de interrupción del embarazo, y concretamente sobre la penalización de tal conducta, y en la misma expresó que existen circunstancias excluyentes de responsabilidad penal que permitirían la interrupción del embarazo en situaciones en las cuales exista una colisión de intereses y derechos que permita razonablemente resolverla en beneficio de los intereses y derechos de la mujer embarazada. 

En su tenor literal la sentencia expresó que el mandato constitucional delimitado (consistente en el derecho a la vida) implica: por una parte, el deber de criminalizar las formas de realización del aborto en la medida que comporta la afectación de un bien jurídico digno de tutela penal. Pero por otro lado, se deben regular jurídicamente las controversias surgidas  del conflicto entre la vida humana intrauterina y los derechos constitucionales de la madre. De este modo resulta ineludible arbitrar  una solución normativa para resolver los casos concretos  que puedan acontecer. (Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Sentencia de Inconstitucionalidad 18-98, del 20 de noviembre de 2007, Considerando V.1)
La sentencia igualmente destaca que el Derecho no puede exigir comportamientos heroicos o, en todo caso, no puede imponer una pena cuando en situaciones extremas alguien prefiere realizar un hecho típico y antijurídico, antes que sacrificar su propia vida, su integridad física u otros derechos personalísimos. (Ídem., Considerando V.2.A)
Y de manera concluyente, dicha Sentencia declara que la postura adoptada en el C.Pn. permite resolver el conflicto jurisdiccionalmente, desde la óptica de las causas de justificación como de las excluyentes de la culpabilidad, conforme a los principios de ponderación de intereses y de no exigibilidad de un comportamiento distinto. Con una interpretación amplia de las eximentes del estado de necesidad e inexigibilidad de una conducta adecuada a derecho, se pueden solventar los casos que se presenten. (Idem., Considerando V.2.B).
La sentencia mencionada, sin embargo, expresamente reconoce que esta forma de resolver la problemática concernida en cuanto a la interrupción del embarazo, en particular respecto de los casos de embarazo derivado de violación o embarazo que pone en riesgo la vida de la madre, es una manera incompleta de abordar una temática de tan alta complejidad (Ídem., Considerando VI), y que además obliga a llevar a la intimidad del derecho penal una conducta que podría atenderse por otras vías jurídicas menos represivas. Es así como la sentencia llama al legislador a propiciar en su debate político la búsqueda de opciones que permitan despenalizar la solución de ese tipo de controversias, en consonancia con la idea de un derecho penal mínimo, propio del Estado Democrático de Derecho (Ídem.)

Al respecto, el Estado Salvadoreño reconoce la importancia de la sentencia mencionada y solicita al MESECVI que considere los efectos de la misma y que positivamente contribuya con el estímulo de la discusión en el seno legislativo, tomando en cuenta que una vez dentro del mismo (como lo hace la sentencia de marras), el Órgano Ejecutivo carece de mecanismos para abrir el debate, sostenerlo o impulsarlo.

3)  Planes Nacionales

El Salvador reconoce los esfuerzos realizados por la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos en el sentido de contribuir, desde la especificidad de su mandato, en el cumplimiento de las obligaciones del Estado para la prevención y atención de la violencia de género, y en ese sentido ha recibido el informe que se cita en las observaciones del MESECVI en el párrafo 20 del documento que se comenta. 

El Salvador se compromete, por medio del ISDEMU, que es la autoridad central en la materia, en especial de cara con la nueva legislación recientemente en vigencia, a comunicar la preocupación internacional en la materia, mediante una notificación oficial en la que se expresen sus preocupaciones coincidentes con las del MISECVI. 

De igual manera, propone hacer las reuniones que sean necesarias, con los funcionarios correspondientes, para estudiar manera de coordinación interinstitucional que coadyuven a la optimización de los esfuerzos en materia de atención de los casos de violencia de género. 

No obstante, El Salvador destaca que la iniciativa denominada Ciudad Mujer, lanzada en marzo de 2011, es un modelo de interacción interinstitucional que está orientado a optimizar la reacción estatal en los casos de violencia contra las mujeres, mediante la coordinación de los esfuerzos del ISDEMU, de la Policía Nacional Civil, de la Procuraduría General de la República, de la Fiscalía General de la República y del Instituto de Medicina Legal de la Corte Suprema de Justicia, con resultados que inciden en la reducción de la victimización secundaria o institucional que pueden sufrir las mujeres que enfrentan situaciones de violencia motivada en género. 

4) Presupuesto

De igual manera, El Salvador entiende la preocupación del MESECVI con relación al financiamiento y que se expresa en los parágrafos 21, 26 y 27 del documento que se comenta. No obstante recuerda al MESECVI que por ocasión de la distribución de competencias, conforme a la Constitución, es la Asamblea Legislativa y no el Gobierno, quien hace las asignaciones en el Presupuesto General de la Nación. 

Sin embargo, el Gobierno, consciente de la relevancia de la temática concernida, y dentro del límite de sus recursos nacionales y con el apoyo de la cooperación internacional, hará los mejores esfuerzos para que durante la ejecución del presupuesto se puedan contar con los requerimientos necesarios para asegurar el cumplimiento de los propósitos que indica el MESECVI. 

5) Acceso a la justicia

Sobre este respecto, se destaca el ya mencionado programa Ciudad Mujer, un esfuerzo interinstitucional, liderado por la Secretaría de Inclusión Social, que busca acercar los servicios a las mujeres en zonas de difícil acceso.

Este programa descansa en cuatro pilares: la atención integral a la violencia de género, la salud sexual y reproductiva de las mujeres, el empoderamiento económico de las mujeres, y la promoción y difusión de la autonomía de las mujeres a través del conocimiento y ejercicio de sus derechos fundamentales. 

De manera particular, en el módulo de prevención y atención a la violencia se están brindando servicios de intervención de atención en crisis, asesoría legal y grupos de apoyo y autocuidado. Estos servicios de atención conllevan una coordinación interinstitucional entre el ISDEMU, la Procuraduría General de la República, la Fiscalía General de la República, el Instituto de Medicina Legal, la Policía Nacional Civil y el Ministerio de Salud. Esfuerzo que está teniendo importante éxito.

Actualmente, el programa atiende cerca de 11 mil mujeres que se encuentran en los municipios de Armenia, Colón, Ciudad Arce, San Juan Opico, Sacacoyo, Jayaque, Tepecoyo, Talnique y otras del departamento de la Libertad, así como las provenientes de otros departamentos del país.  

Bajo este programa se han tenido casos exitosos en el tema de atención a mujeres víctimas de violencia. De los cuales se hace mención de dos:

Caso No.1

Nombre: Joaquina de Jesús Cruz Brizuela

Datos: 35 años de edad, municipio de San Juan Opico

Fecha de visita: 25 de octubre de 2011

Atención por: Violencia intrafamiliar

Descripción: Compañero de vida agredió a su hija de 14 años, la embarazó y fruto de esta agresión sexual, la niña tuvo una hija.

El caso fue atendido por personal de ISDEMU Ciudad Mujer, de donde se refirió al Juzgado de Paz de Opico por Violencia Intrafamiliar para medidas de protección. En coordinación, en la Fiscalía General de la República (FGR) de Ciudad Mujer se denuncia el caso por el delito de agresión sexual en la hija Marta Jennifer Cruz Brizuela de 14 años. Es decir, el delito es tipificado en la FGR como delito por violación en menor e incapaz. Se inicia proceso legal y la joven fue institucionalizada en el Instituto Salvadoreño para la Niñez y Adolescencia (ISNA) con el bebé. 

El agresor es capturado el 19 de diciembre de 2011, posterior a ello la hija regresa al hogar con su madre. Ambas están en tratamiento de apoyo psicoterapéutico y en grupo de apoyo emocional con el ISDEMU Ciudad Mujer. La hija Marta Jennifer, está incorporada en un programa de educación a distancia los días sábado.

Caso No.2

Nombre: Dora Elizabeth Carranza Guardado

Datos: 46 años de edad. Municipio de Santa tecla, Departamento la Libertad

Fecha de visita: 20 de mayo de 2011 a ISDEMU Ciudad Mujer por Violencia Intrafamiliar

Descripción: Se solicitan medias de protección al juzgado de paz de Santa Tecla, y la víctima es acompañada con el equipo de la Oficina de Atención Ciudadana de la PNC de Ciudad Mujer. Es trasladada al juzgado de paz de Santa Tecla; no obstante, de ahí la refieren al Juzgado de Familia. 

El compañero de vida de Dora Elizabeth, el agresor, no llegaba a las audiencias a las que fue citado. No fue sino hasta que la PNC lo apresa y lo llevan a la audiencia. En dicha audiencia con el Juzgado de Familia se le otorga el cuidado personal de una hija y un hijo a la señora. También ISDEMU Ciudad mujer realizó coordinaciones con el Ministerio de Obras Públicas (MOP) para detener la exclusión de la señora de la casa que dicha institución le había facilitado, como resultado de la reubicación por la construcción del Boulevard Diego de Holguín. 

El resultado final es que la señora permanece en la vivienda, se quedó como beneficiaria directa junto a sus hijos, se incluyó en la terapia grupo de apoyo emocional con ISDEMU Ciudad Mujer y se descubrió un liderazgo en la usuaria, quien ha movido al resto de las mujeres en su grupo  para continuar con la terapia grupal.

A raíz del éxito de este programa y como parte de las proyecciones a futuro el Gobierno aprobó este año un préstamo por un monto de $20 millones con el BID que servirá para la construcción de seis centros de atención de Ciudad Mujer, tres de ellos están planificados para ser construido en el  2012. Estas sedes serán las de  San Salvador (zona norte), Usulután y Santa Ana. Lo que permitirá brindar y acercar una atención integral a más mujeres del país. 

Por otro lado, se hace mención de la creación del Consejo Nacional Contra la Trata
. Cuerpo colegiado de alto nivel, integrado por los representantes de diferentes instancias del estado, incluyendo la institución rectora de las políticas para la mujer: ISDEMU. Es coordinado por el Ministerio de Justicia y Seguridad Pública. 

Este es el organismo encargado de la formulación, seguimiento, coordinación, y evaluación de la Política Nacional para la Erradicación de la Trata de Personas, así como de la elaboración de los planes, programas y acciones públicas para prevenir y combatir este crimen y para proteger y atender a sus víctimas desde una visión integral. El trabajo que desde este espacio se realice, está a la base del enfoque de derechos humanos, según los parámetros establecidos en la Constitución de la República y los tratados internacionales de derechos humanos.

6) Información y Estadísticas

Finalmente, sobre este apartado se hace del conocimiento que a partir de la disposición establecida en el Art. 30 de la Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres, el ISDEMU en coordinación con el Ministerio de Justicia y Seguridad Pública, la Dirección General de Estadísticas y Censos; y con la Unidad Técnica Ejecutora del Sector Justicia (UTE) está generando las bases para el establecimiento del Sistema Nacional de Datos, Estadísticas e Información de Violencia contra las Mujeres, iniciando con la formulación de una Hoja de Registro Único, que permita la recolección de información bajo los conceptos establecidos por la normativa nacional.


Al momento, las instituciones mencionadas conforman una comisión técnica que coordina y da seguimiento a este proceso, generando una serie de esfuerzos conjuntos con otras instituciones del Estado salvadoreño que capturan datos sobre violencia contra las mujeres.


� FILENAME  \* MERGEFORMAT �CIM02728T01�





� FILENAME  \* MERGEFORMAT �CIM03162T01.doc�





� FILENAME  \* MERGEFORMAT �CIM03229T01�














�.	Basada en la recomendación 4 (Rec4) del Informe Hemisférico e indicador 1.1.a del documento de Indicadores para Seguimiento de las Recomendaciones del CEVI.


�.	Indicador 1.1.b.


�.	Rec13 e indicador 1.1.c.


�.	Rec13.


�.	Rec12 e indicador 1.1.d.


�.	Rec10 e indicador 1.1.e.


�.	Rec14 e indicador 1.1.g.


�. 	De acuerdo a la Declaración sobre el Femicidio del CEVI (MESECVI/CEVI/DEC. 1/08), del 15 de agosto de 2008, el femicidio es “la muerte violenta de mujeres por razones de género, ya sea que tenga lugar dentro de la familia, unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal; en la comunidad, por parte de cualquier persona, o que sea perpetrada o tolerada por el Estado y sus agentes, por acción u omisión”.


�.	Rec37 e indicador. 


�.	Rec33.


�.	Derivada de Rec33.


�.	Definida en el art. 15 de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia de Venezuela como: “la apropiación del cuerpo y procesos reproductivos de las mujeres por personal de salud, que se expresa en un trato deshumanizador, en un abuso de medicalización y patologización de los procesos naturales, trayendo consigo pérdida de autonomía y capacidad de decidir libremente sobre sus cuerpos y sexualidad, impactando negativamente en la calidad de vida de las mujeres”.


�.	Se propone pregunta vinculada a violencia desde el Estado e incisos c), d) y e), teniendo en cuenta su inclusión en el Cuadro 4 del Informe Hemisférico.


�.	Rec18 y 19, y los indicadores de la sección 1.3.


�.	Tema tomado del cuestionario de la ONU para implementar la base de datos coordinada sobre violencia contra las mujeres, octubre 2006. La Secretaría la propuso como complemento a la pregunta 11 sobre planes nacionales. La propuesta fue modificada por el CEVI en su V Reunión.


�.	Rec24 y 31, e indicador 2.5.2. Se incluye en esta pregunta a fuerzas militares y policiales, que no fueron  consideradas en el cuestionario de la Primera Ronda de Evaluación Multilateral.


�.	Rec29 e indicadores 2.1.b y 2.4.


�.	Rec34 e indicadores 1.1.f y 1.2.a (cuantitativo). 


�.	Rec32.


�.	Rec32 e indicadores de la sección 2.2. Servicios basados en las preguntas del cuestionario de la Primera Ronda de Evaluación Multilateral.


�.	Rec32.


�.	Sección tomada del punto 4 del documento de indicadores, y recomendaciones de Andrew Morrison a la sección de Información y Estadística del Informe Hemisférico; Rec.39 y 40.


�.	Recomendación 51, también recogida por Andrew Morrison.


�.	Sugerencia de Andrew Morrison.


�.	Indicadores cualitativos de la sección 3.


�.	De acuerdo a la Declaración sobre el Femicidio del CEVI (MESECVI/CEVI/DEC. 1/08), del 15 de agosto de 2008, el femicidio es “la muerte violenta de mujeres por razones de género, ya sea que tenga lugar dentro de la familia, unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal; en la comunidad, por parte de cualquier persona, o que sea perpetrada o tolerada por el Estado y sus agentes, por acción u omisión”.


�.	Indicadores cuantitativos de la sección 3.


�.	Rec.46, también recogida en las sugerencias de Andrew Morrison.


� La Ley referida se aprobó por unanimidad en la Asamblea Legislativa, contando con 75 votos, ninguno en contra y ninguna abstención. 


� El Anteproyecto fue entregado a la Asamblea Legislativa por la Red Feminista frente a la Violencia contra la Mujer y el Grupo Parlamentario de Mujeres.


� Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación; b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer; c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso; d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad; e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer; f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos; g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces, y h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer efectiva esta Convención.


� Otras Agresiones Sexuales Art. 160.- El que realizare en otra persona cualquier agresión sexual que no sea constitutiva de violación, será sancionado con prisión de tres a seis años.


Si la agresión sexual consistiere en acceso carnal bucal, o introducción de objetos en vía vaginal o anal, la sanción será de seis a diez años de prisión.


� Artículo1º. Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.


� Artículo 2º. Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica: a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual; b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera que ocurra.


� Art. 165.- el que realice conducta sexual indeseada por quien la recibe, que implique frases, tocamiento, señas u otra conducta inequívoca de naturaleza o contenido sexual y que no constituya por sí sola un delito más grave, será sancionado con prisión de tres a cinco años.


El acoso sexual realizado contra menor de quince años, será sancionado con la pena de cuatro a ocho años de prisión.


Si el acoso sexual se realizare prevaliéndose de la superioridad originada por cualquier relación, se impondrá además una multa de cien a doscientos días multa. (18)


� Idem 6


� Idem 7


� Artículo 9. Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, los Estados Partes tendrán especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de su raza o de su condición étnica, de migrante, refugiada o desplazada. En igual sentido se considerará a la mujer que es objeto de violencia cuando está embarazada, es discapacitada, menor de edad, anciana, o está en situación socioeconómica desfavorable o afectada por situaciones de conflictos armados o de privación de su libertad.


� De acuerdo con el Informe de la Fiscalía General de la República. 


� Acceso a la Justicia para las Mujeres Víctimas de Violencia en las Américas, enero 2007, doc. 68, § 47


� Este Consejo sustituye a la anterior Comisión Nacional contra la Trata, elevándolo a otra posición con autoridad para toma de decisiones de alto nivel






